PROYECTO DE COMUNICACIÓN

La Cámara de Diputados de la Provincia, vería con agrado que el Poder Ejecutivo por intermedio del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto  y la Subsecretaria de Justicia, proceda a informar sobre los siguientes puntos: 

1.- Siendo que el procedimiento para la designación de jueces comunales está dispuesto por la Ley Orgánica del Poder Judicial, que una ley debe modificarse por otra ley, respetuosamente se solicita que se informe las razones por la cual se decidió implementar la modificación al procedimiento para la designación de Jueces Comunales, por vía de decreto del Poder Ejecutivo, modificando las condiciones legales vigentes.

2.- Si el procedimiento dispuesto por el Poder Ejecutivo para la designación de Jueces Comunales no importa un menoscabo de las facultades y/o competencia del poder legislativo. 

3.-Si en forma previa al dictado del Decreto Nº 2.019/, el Poder Ejecutivo ha dado intervención a la Fiscalía de Estado para que se expida sobre la legalidad del mencionado decreto, y en su caso acompañar copia del dictamen pertinente. 

4.- Informe el Poder Ejecutivo, si Fiscalía de Estado, ha analizado el contenido del Decreto Nº 2.019/ atento que el mismo, exige condiciones o procedimientos para ser Juez Comunal, no contemplados en  la ley vigente e incluso en contradicción con la misma, generando incertidumbre en todo el sistema que dará lugar a planteamientos de inconstitucionalidad del decreto. 

5- Con relación a la preferencia dispuesta para los actuales Secretarios de Juzgados Comunales (Art.3), atento a que el decreto dispone que los Secretarios de los juzgados comunales: “podrán presentarse por única vez y en la primera convocatoria quien reviste en el cargo de secretario, en ejercicio efectivo de la función desde hace más de 10 años y se halla desempeñado exclusivamente en el juzgado comunal vacante que se llame a concurso”. Se requiere, que a través organismos técnicos de asesoramiento al Poder Ejecutivo, se expida acerca de la legalidad de este punto, especialmente cuando habilita a presentarse como postulante a quién puede no tener la profesión abogado. 

6.- En relación al requisito exigido en el Decreto Nº 2.019/06 que para ser juez comunal requiere título de abogado; especialmente cuando la L.O.P.J. requiere solo título secundario. En su caso acompañe el dictamen de la Fiscalía de Estado sobre la legalidad del decreto con relación a este punto, y valoración en cuanto a eventual cuestionamiento de legalidad por los postulantes que no son abogados. 

7.- Razones por las cuales el Poder Ejecutivo mediante el Decreto Nº 2.019/06 exige para ser juez comunal el título de abogado, y en su caso al introducir un requisito en forma incorrecta el mismo puede incidir negativamente en todo el sistema. 

8.- Informe sobre lo actuado por el Programa Estratégico Judicial, en relación a la elaboración del nuevo “mapa judicial” y la competencia de los juzgados comunales. Informe si se propone ampliar la competencia cuantitativa y por materias de los juzgados comunales para implementarla justicia de pequeñas causas.-

9.- Informe si  previo a toda nueva designación de jueces comunales, debería corresponder la definición  del mapa judicial y la nueva competencia de los jueces comunales. . 

10.- Informe si existen razones de urgencia para proceder a designar nuevos jueces comunales, luego de casi tres años que no se cubren las vacantes. En su  caso informe si resulta conveniente definir previamente el sistema a implementar

11.- Informe el número de juzgados comunales que no tienen designado el juez a cargo del mismo; el número de juzgados comunales que cuentan con juez a cargo del mismo; informe además el número de jueces comunales abogados y el número de jueces que no son abogados. En este último caso informe sobre las profesiones de los que se encuentran a cargo del juzgado comunales. 

12.- Informe sobre los juzgados comunales que cuentan con Secretarios, y en su caso el número de Secretarios que son abogados y el número de Secretarios que no tienen esta profesión.

13.-Sobre la oportunidad de efectuar nuevos nombramientos, que pueden comprometer la planificación en esta materia de las nuevas autoridades que se elijan el próximo año.

14.- Razones por las cuales no se eligen los jueces comunales con el procedimiento dispuesto para el Consejo de la Magistratura, utilizado para la designación de los jueces de otros fueros o instancias.

15.- Razones para designar un Consejo Consultivo ad hoc presidido por el Sub Secretario de Justicia y Culto de la Provincia y además integrado por un representante del Gobernador que deberá ser abogado y un representante del Poder Judicial designado por la Corte, no incluyendo en dicho consejo a la representación de los Colegios de Abogados y al Colegio de Magistrado, en similar forma a la prevista para la integración el Consejo de la Magistratura. 

16.- Razones para dar preeminencia en el Consejo Consultivo ad hoc a representantes del Poder Ejecutivo, sin que garantice una representación equilibrada que garantice la pluralidad.

17.- Con relación a la decisión de no incorporar en el Consejo Consultivo a la representación de los Colegios de Abogados y del Colegio de Magistrado, si dicha circunstancia fue consultada previamente con las autoridades de dichas organizaciones.

18.- Si los colegios profesionales mencionados anteriormente, hicieron conocer que existe algún obstáculo para la “recomendación de nuevas tareas” atento lo expuesto en los considerandos del decreto N°. 2019/06.

19.- Sobre el Art. 21 del Decreto  N°. 2019/06 que expresa: “El Consejo Consultivo no dará curso a las inscripciones de aquellos postulantes que no cumplan con los recaudos exigidos en la Reglamentación, ni a las de aquellos aspirantes que no reúnan los requisitos de la legislación vigente a la fecha de cierre del plazo establecido al efecto, para el cargo para el cual se postula”, especialmente en cuanto a la exigencia de requisitos no contemplados en la ley vigente que pueden constituir obstáculos para la inscripción del postulante.

20- Sobre lo expuesto en el Art. 21 inc. d) del decreto N° 2019/06 que expresa: “d) Se encontrasen sancionados con suspensión o con exclusión o cancelación firme de la matrícula profesional”. Teniendo en cuenta que la ley no requiere el título de abogado para ser juez comunal, puede constituir un impedimento para la inscripción como aspirante al cargo, la suspensión, exclusión o cancelación de la matrícula para el ejercicio de la profesión de abogado. 

FUNDAMENTOS

Sr. Presidente:

El Decreto N° 2019/06 del Gobernador de la Provincia establece un nuevo procedimiento para cubrir las vacantes en los Juzgados Comunales, donde se requiere entre otras condiciones poseer título de abogado y aprobar un examen de idoneidad técnica.

El procedimiento para la designación de jueces comunales no esta en la Constitución Provincial y lo dispone la Ley Orgánica del Poder Judicial. Para modificar una ley se necesita otra ley no un decreto.

La ley vigente exige condiciones diferentes a las requeridas en el decreto N° 2019 del Poder Ejecutivo provincial. En el decreto se otorga preeminencia a los Secretarios de juzgados comunales que la ley no otorga,  o se exige la condición de que los postulantes sean abogados que la ley tampoco exige. Este último supuesto puede llevar, a quienes no sean abogados y se sientan afectados, a interponer la inconstitucionalidad del decreto, generando un marco de incertidumbre sobre todas las designaciones. Compartimos la exigencia del requisito de tener título de abogado para ser juez comunal pero al introducir esta exigencia en forma incorrecta  se puede convertir en algo negativo para todo el sistema. 

Actualmente, está en funcionamiento el Programa Estratégico Judicial, donde una de sus comisiones aborda la elaboración del nuevo “mapa judicial”. En el futuro diagrama de la justicia provincial, deberá definirse la competencia de los juzgados comunales, especialmente en cuanto a la ampliación de su competencia por materias y en lo cuantitativo, para generar la denominada justicia de pequeñas causas. La definición del nuevo mapa judicial y especialmente la eventual ampliación de competencia de los juzgados comunales, debería ser previa a toda designación de jueces comunales. 

Se cumplirá tres años sin cubrir las vacantes con la designación de  nuevos jueces comunales, luego de las cuestionadas designaciones realizadas a fines del año 2003 por el 
anterior Gobernador de la provincia. Hoy, un 35% de juzgados comunales no tienen jueces designados. Sería conveniente,    que desde el Ejecutivo no se genere una carrera de nombramientos sin tener en cuenta el mapa judicial de la provincia y las competencias que la reforma judicial le asigne a los juzgados comunales.

Resultan inconsistentes los argumentos que expresa el decreto N° 2019, por el cual se deja de lado la intervención del Consejo de la Magistratura, en la designación de los jueces comunales. El decreto N° 2019 establece la formación de un Consejo Consultivo ad hoc, presidido por el Sub Secretario de Justicia y Culto de la Provincia y además integrado por un representante del Gobernador que debe ser abogado y un representante del Poder Judicial designado por la Corte. La composición del consejo consultivo determina que de tres miembros que lo componen, dos son representantes del Poder Ejecutivo provincial.

En el Consejo Consultivo, llamativamente no se incorpora a la representación de los Colegios de Abogados y del Colegio de Magistrado, como está previsto en la integración del Consejo de la Magistratura. Preguntamos, si esta decisión fue consultada con lo Colegios de profesionales mencionados y solicitamos la información si los Colegios manifestaron la existencia de algún obstáculo para la “recomendación de nuevas tareas” –según los términos del propio decreto-. Los Colegios profesionales intervienen en el Consejo de la Magistratura jerarquizando su actividad y participación, de la misma forma lo haran si fueran convocados para participar en la designación de los jueces comunales.

En síntesis, la reforma promovida por el Poder Ejecutivo provincial para la designación de los jueces comunales seguirá estando en manos del Ejecutivo provincial, sosteniendo un sistema que no respeta la pluralidad que debe reinar en este tipo de designaciones.

En función de lo expuesto se requiere del Poder Ejecutivo Provincial que se informe sobre los puntos más arriba detallados
Por lo expuesto los Diputados abajo firmantes solicitan la aprobación del presente proyecto de comunicación.

